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TEMAS:
DICTAMEN PERICIAL / PÉRDIDA CAPACIDAD LABORAL / DEBEN DETERMINARLA LAS JUNTAS DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, SIN PERJUICIO DE LA LIBERTAD DE LAS PARTES DE ALLEGAR OTRAS PRUEBAS PARA CONTROVERTIR ESE DICTAMEN.
… la ley estableció claramente que entidades están llamadas a determinar la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. (…)

A pesar de que la Ley asignó a las Juntas de Calificación de Invalidez la función de calificar en última oportunidad la pérdida de capacidad laboral, los dictámenes que estas entidades emitan pueden ser controvertidos ante la jurisdicción laboral y para ello, el interesado puede hacer uso de los elementos probatorios dispuestos por el legislador. (…)

Lo anterior no significa que en el proceso no tenga que obrar como prueba una calificación de pérdida de la capacidad laboral realizada por cualquiera de las entidades que señaló para el efecto el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, sino que con otros medios de prueba que obren en el proceso resultará posible determinar la precisión y justeza de la valoración hecho por el órgano encargado en principio de su elaboración. (…)
De otro lado, esa libertad probatoria no quiere decir que cualquier prueba tiene la entidad suficiente para desvirtuar el fundamento científico y técnico del dictamen de PCL que profieren las JCI, sino que el operador judicial no está limitado por lo que determinen esas entidades y puede hacer uso de otros medios de prueba idóneos que le permitan definir el conflicto puesto a su conocimiento. (…)

… no cuestiona la Sala que en este caso es la Junta Regional de Calificación de Invalidez la llamada a dictaminar la pérdida de capacidad laboral de la actora, pero bien podía la actora aportar su dictamen pericial en los términos previstos en el CGP, pero es en este punto que se equivocó la juez, pues para poder darle al documento aportado el alcance de dictamen pericial el mismo debía venir acompañado de la prueba de la calidad de profesional de profesional especializado de quien lo emitió, que en el caso no fue aportada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho
Acta número___ del 21 de noviembre de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación interpuesto por la señora MARGOTH ANDREA ARTURO DELGADO en contra del auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 27 de agosto de 2018 dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia que le promueve a A&A Protección Integral S.A.S., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2017-00199-01.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

La señora Margoth Andrea Arturo Delgado acude a la jurisdicción laboral con el fin de que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre ella y A&A Protección Integral S.A.S., el cual fue terminado a pesar de gozaba de estabilidad laboral reforzada.  Como consecuencia de tal declaración solicita el reintegro y el pago de las acreencias, prestaciones y demás emolumentos derivados de tal pretensión.
Para apoyar sus dichos, la parte actora solicitó, entre otras pruebas, que se tuviera en cuenta el dictamen de pérdida de la capacidad laboral rendido por el doctor Edgar Leonardo Higuera.   
Trabada la litis en debida forma, se citó a las partes a la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio, en la que luego de surtirse dichas etapas se procedió con el decreto de pruebas de las partes, oportunidad en la que el juzgado determinó que el dictamen pericial aportado por la parte actora le daría el valor de prueba documental, por considerar que la ley asignó competencia a determinadas entidades para realizar la calificación de la PCL.
Posteriormente, como prueba de oficio, fue decretada la calificación de pérdida de capacidad laboral de la señora Margoth Andrea Arturo Delgado a cargo de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.

Inconforme con la decisión, la parte actora la recurrió recordando que el Código de Procedimiento Laboral establece la libertad probatoria como principio general, lo que significa que en esta área no se impone ninguna solemnidad ni ritualidad especial para demostrar los hechos de la demanda y menos para para probar la fecha de estructuración, origen y porcentaje del estado de invalidez.
Sostiene que su argumento se encuentra soportado en la jurisprudencia nacional, que ha variado su criterio a partir de la expedición de la Ley 100 de 1993, permitiendo incluso demostrar estos aspecto de una manera distinta, relegando la calificación de las Juntas de Calificación de Invalidez y de las entidades encargadas de la seguridad social a las reclamaciones en materia pensional, mas no a situaciones donde se reclama estabilidad laboral reforzada, pues en estos casos se permite que cualquier persona que demuestre idoneidad y capacidad, está en la posibilidad de brindar el dictamen de pérdida de capacidad laboral, siempre y cuando se ciña a las disposiciones consagradas en el Manual Único de Invalidez, requisito que reúne la experticia presentada con la demanda, por lo tanto solicita que se decretar la prueba tal y como fue solicitada.
Al decidir el recurso de reposición, el juzgado reconoció la libertad probatoria en materia procesal laboral, pero insistió en que la legislación ha establecido qué pruebas deben ser realizadas por ciertas entidades reguladas por el Ministerio de Trabajo, como es el caso del dictamen de PCL el que ésta reservado a entidades competentes, el cual resulta necesario en esta asunto, dado que la jurisprudencia ha fijado algunos parámetros para la existencia de la estabilidad laboral reforzada partiendo de una invalidez calificada por un organismo competente, de acuerdo con los manuales y la legislación establecida para el efecto.  En consecuencia, la decisión de tener el dictamen de PCL realizado por un particular, como prueba meramente documental, no varió de modo alguno y fue por ello que no accedió a la reposición.
El recurso de apelación fue concedido, bajo el entendido de que si bien no fue negada la prueba en estricto sentido, se le dio una valoración diferente y ello tiene incidencia e implicaciones diversas al momento de realizar su análisis. 
CONSIDERACIONES
PROBLEMA JURÍDICO

¿Debe convertirse el dictamen de pérdida de capacidad laboral rendido por un médico particular en prueba documental por cuanto dicha prueba solo puede provenir de la Juntas de Calificación de Invalidez?

Para resolver el problema jurídico que se plantea en este asunto, esta Sala de Decisión considera necesario precisar los siguientes aspectos: 

1.  ENTIDADES RESPONSABLES DE LA CALIFICACIÓN DE LA PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL.

El decreto 019 de 2012, en su artículo 142, determinó las autoridades responsables de establecer la pérdida de capacidad laboral.  El mentado artículo señala lo siguiente. 

“El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, quedará así:

"Artículo 41.Calificación del Estado de Invalidez. El estado de invalidez será determinado de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único para la calificación de invalidez vigente a la fecha de calificación. Este manual será expedido por el Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación para calificar la imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales. (…)”. (Negrilla para resaltar).

Como puede evidenciarse, la ley estableció claramente que entidades están llamadas a determinar la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. 

2. EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

A pesar de que la Ley asignó a las Juntas de Calificación de Invalidez la función de calificar en última oportunidad la pérdida de capacidad laboral, los dictámenes que estas entidades emitan pueden ser controvertidos ante la jurisdicción laboral y para ello, el interesado puede hacer uso de los elementos probatorios dispuestos por el legislador.
En este sentido se pronunció la Sala de Casación Laboral en la sentencia  SL11411 de dos de agosto de 2017, Radicación No° 67595, con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverry Bueno, cuando dijo:

“Igual situación se predica del dictamen que emiten las juntas de calificación de invalidez, pues, de acuerdo con lo adoctrinado por esta sala, ese documento no está instituido como prueba solemne de la condición de discapacidad del trabajador o de la pérdida de su capacidad laboral, de manera que, en estos casos, el juez del trabajo tiene libertad probatoria”. 
Lo anterior no significa que en el proceso no tenga que obrar como prueba una calificación de pérdida de la capacidad laboral realizada por cualquiera de las entidades que señaló para el efecto el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, sino que con otros medios de prueba que obren en el proceso resultará posible determinar la precisión y justeza de la valoración hecho por el órgano encargado en principio de su elaboración.

De otro lado, esa libertad probatoria no quiere decir que cualquier prueba tiene la entidad suficiente para desvirtuar el fundamento científico y técnico del dictamen de PCL que profieren las JCI, sino que el operador judicial no está limitado por lo que determinen esas entidades y puede hacer uso de otros medios de prueba idóneos que le permitan definir el conflicto puesto a su conocimiento.

Respecto a este punto el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 

Así las cosas, la libertad probatoria en estos casos no va hasta el punto de pretender omitir que sea una de las entidades señaladas por la ley la que haga la valoración de la pérdida de la capacidad laboral, pues es solo frente a esta valoración que se permite a la parte controvertir sus conclusiones con el uso de otros medios probatorios.
3. DEL DICTAMEN COMO MEDIO PROBATORIO

Una de las novedades del Código General de Proceso, es la carga que el legislador, en aplicación de los principios de celeridad y economía procesal, impuso a las partes con el fin de que aporten al proceso desde su origen, las pruebas que pretendan hacer valer a su favor
Es así entonces que el artículo 227 del CGP, prevé la posibilidad que tienen las partes de aportar el dictamen pericial, limitando la oportunidad de ello al término con que cuenta para solicitar pruebas. 
También dispone la norma que el dictamen deberá ser emitido por institución o profesional especializado.
4. CASO CONCRETO

En este asunto, la juez de conocimiento decidió tener como prueba documental el dictamen pericial presentado por la parte actora, lo que realmente significa que negó la prueba como fue solicitada y en ese sentido, es claro que procede el recurso de apelación, en los términos del artículo 65 del CPT y SS.

Clarificado lo anterior, es del caso señalar que la demandante aduce en su demanda tener derecho a la estabilidad laboral reforzada en consideración a que es una persona con discapacidad, condición que pretende acreditar con el dictamen de pérdida de capacidad laboral suscrito por doctor Leonardo Higuera D. médico ocupacional.
El juzgado de conocimiento determinó que por no haber sido realizado tal estudio por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, el mismo sería valorado como prueba documental y no pericial como aspiraba la actora.
Para decidir lo que es materia de controversia baste decir que la ley procesal permite a las partes presentar dictámenes periciales y aunque, como se explicó con anterioridad, es necesario que obre la valoración hecho por una de las entidades previstas, ello no impide que la parte quiere utilizar como apoyo un dictamen pericial propio para apoyar su tesis, ese sentido, ninguna razón le asistió a la funcionaria de primer grado al desconocer el carácter de la prueba solicitada, pues una cosa es su decreto y otra muy diferente su valoración.
En efecto, no cuestiona la Sala que en este caso es la Junta Regional de Calificación de Invalidez la llamada a dictaminar la pérdida de capacidad laboral de la actora, pero bien podía la actora aportar su dictamen pericial en los términos previstos en el CGP, pero es en este punto que se equivocó la juez, pues para poder darle al documento aportado el alcance de dictamen pericial el mismo debía venir acompañado de la prueba de la calidad de profesional de profesional especializado de quien lo emitió, que en el caso no fue aportada.

Por la anterior, la decisión de primer grado debe ser confirmada, pero como viene de verse, no por las razones expuestas por el juzgado, sino porque el dictamen de PCL presentado con la demanda, no reúne los requisitos exigidos por la norma, ya que la calidad de médico ocupacional que afirma tiene el doctor Leonardo Higuera D. no fue acreditada.

Ciertamente, para poder tener como prueba pericial el dictamen rendido por un particular como mínimo debe estar acreditada su idoneidad, máxime cuando se trata de emitir conceptos médicos y técnicos como son los que conforman la calificación de PCL y como quiera que así no obró la parte actora, pues se limitó a presentar la citada valoración, sin aportar el título o registro como especialista del citado galeno la decisión de primer grado deberá ser confirmada, entre otras cosas porque de manera correcta el juzgado decreto la prueba que se requiere para poder decidir el asunto.  
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR el auto interlocutorio de veintisiete (27) de agosto de 2018 proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, por razones diferentes. 

Costas en esta instancia a cargo de la señora Margoth Andrea Arturo Delgado.
Notifíquese y cúmplase.

Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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